
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PRD  

El suscrito, Ramón Jiménez Fuentes, diputado federal de la LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, 

integrante del grupo parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en lo dispuesto en 
los artículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, 

del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración 

de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversos 

artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos políticos de los 

mexicanos residentes en el extranjero, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

Al abordar la cuestión de los derechos de los mexicanos en el extranjero es necesario plantearse la cuestión con sus 

elementos jurídicos y políticos, como hizo la Convención Internacional sobre la Protección de los derechos de los 

Trabajadores Migratorios y sus Familiares. Su acuerdo principal pone el acento en las cuestiones decisivas de la 

relación de estos millones de personas con las instituciones estatales y su funcionamiento. La reunión estableció 

que: “Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a participar en los asuntos públicos de su 

Estado de origen y a votar y ser elegidos en las elecciones celebradas en ese Estado, de conformidad con su 

legislación.” El 18 de diciembre de 1990 la Asamblea General de las Naciones Unidas refrendó ese acuerdo y el 

gobierno mexicano lo signó el 22 de mayo de 1991. 

La resolución formula una cuestión jurídica de carácter general: no puede haber personas sin derechos, y a ello 

deben atenerse los países miembros de la organización mundial. De allí se desprende la solución política más 

precisa: la relación de los ciudadanos en el extranjero con su Estado de origen y la obligación de éste de emitir la 

legislación necesaria para su participación en los asuntos públicos de éste. 

Más en el caso de los trabajadores migratorios mexicanos, la concreción de este acuerdo internacional exige poner 

mucha atención a elementos históricos que elevan su significado. Con base en los factores jurídicos y políticos ya 

anotados, la democracia mexicana ha persistido en la conquista de una solución global; estamos ciertos que es 

perfectamente posible arribar a una justa y democrática legislación que permita a los trabajadores migratorios 

mexicanos, y a todos los mexicanos en el extranjero, asumir su participación en los asuntos políticos del Estado. 

Pero modificar o establecer la legislación exige comprender al país y a los emigrantes mexicanos entendiendo 

factores de su realidad histórica. Por tanto, es preciso tener en cuenta que “...tanto en los años finales de la 

Revolución como en los iniciales, las comunidades mexicanas en Estados Unidos fueron refugio de todos los 

bandos inmiscuidos en la disputa por el poder político al sur de la frontera. No era casual que tal cosa sucediera así. 

La Revolución de 1910 demostraba una vez más que la nación mexicana no terminaba en el río Bravo, sino que 

activamente se reproducía a lo largo del territorio que le había pertenecido hasta mediados de siglo anterior, 

inseminada por inmigrantes recientes y por ciudadanos de Estados Unidos, pero en los hechos, de nacionalidad 

mexicana. Anarquistas, socialistas, agraristas jacobinos, liberales democráticos o liberales oligárquicos, 

conservadores católicos y hasta promonarquistas, todos encontraban su nicho en el México de afuera que de esta 

manera demostraba que seguía siendo parte de la nación que había sido escindida a partir de la firma del Tratado de 

Guadalupe Hidalgo en 1848. 1  

Desde el momento mismo de la derrota de 1848, frente a Estados Unidos, el Estado mexicano abandonó a su suerte 

a los mexicanos residentes en el territorio resultado de la mutilación; uno tras otro, los proyectos de actividad 

mexicana en Estados Unidos fueron ignorados en función de los intereses mexicanos más inmediatos, en 

consecuencia, su organización política para participar en elecciones o cualquier otra forma de actividad partidista 

fue desconocida, aunque el Estado protegió cultural y legalmente a los mexicanos residentes en el país vecino, no 

les reconoció ningún derecho ciudadano en México, fuera del de propiedad. De hecho, sólo hasta 1988, con motivo 

de la campaña presidencial de Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano, surgió un movimiento político organizado; fue 



este el inicio de la etapa que hoy vive la actividad política de los mexicanos en el extranjero. Las fuerzas de 

izquierda promovieron la organización y la formación política en territorio estadounidense e intentaron la 

participación electoral, utilizando las posibilidades abiertas por la derogación de la parte final de la fracción III del 

artículo 36 constitucional.  

“Al hablar de reconstitución de la soberanía nacional, hay que hacerlo con plena responsabilidad. Hoy no puede 

hablarse de legitimidad del Estado mexicano si no es resuelta la creación de condiciones y estructuras estatales que 

incorporen los derechos políticos de los emigrantes...” 2 Es decir, debemos de tratar los asuntos de los mexicanos 
en el extranjero con un sentido democrático y actuar en consecuencia.  

No tenemos duda de que legislar a favor de los derechos políticos de los mexicanos en el extranjero, es una 

demanda que desde los años 20 se ha promovido en el país; miles de compatriotas la han sostenido con firme 

decisión soberana y la han insertado en los programas más avanzados de las organizaciones progresistas. Pero para 

vergüenza de nuestro sistema político, esa demanda no ha sido satisfecha, no obstante que por todos los medios de 

comunicación y en los tonos más diversos, el conjunto de las fuerzas políticas nacionales la ha proclamado como 

parte de su ideario. 

Para mayor abundamiento, es necesario reseñar que en 2005 la Cámara de Diputados aprobó una iniciativa muy 

cercana a las mejores condiciones para el ejercicio del voto de nuestros compatriotas por Presidente de la 

República, pero al pasar a la Cámara de Senadores, éstos consideraron que “el modelo electoral planteado en la 

Minuta de la Colegisladora para instrumentar el voto de nuestros connacionales en territorio extranjero no resulta 

viable de aplicación”. 3 Expusieron toda clase de argumentos en contra; alto costo del proyecto, formulaciones 
defectuosas, etc., para concluir rechazándolo y creando un nuevo texto, que condujo al fracaso de esa experiencia; 

su única virtud fue la aceptación de que los mexicanos en el extranjero podían votar. 

No es por eso extraño que, ante el proceso electoral venidero en que han de renovarse los poderes ejecutivo y 

legislativo de la Federación, se vuelva a insistir en el tema y se presenten nuevas iniciativas de reformas a la 

Constitución y a diversos artículos del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, enunciando 

el mismo propósito: que los mexicanos residentes en el extranjero puedan, por fin, ejercer a plenitud sus derechos 

políticos, principalmente electorales, y que éstos se expresen en enunciados precisos y claros, ajenos a todo tipo de 

manipulaciones. 

Con esta iniciativa rechazamos la reducción del derecho de los mexicanos en el extranjero a votar sólo por la 

elección de Presidente de la República. Proponemos dar una dimensión más amplia a esa prerrogativa, para dotar a 

nuestros connacionales de herramientas legales que les permitan incidir en la dirección del país, a través del 

ejercicio del voto activo por candidatos propios y a través del ejercicio del voto pasivo, al poder ser electos ellos 

también como diputados y senadores federales. Se aspira, así, a dar bases legislativas para su participación directa 

en una institución cada vez más relevante y fundamental en el país: el Congreso de la Unión, lo cual, sin duda 

influirá en el desarrollo democrático nacional. 

Se han presentado ya propuestas de ley que rescatan de la minuta rechazada por la Cámara de Senadores las 

proposiciones de “credencialización fuera del territorio nacional” de manera directa o mediante la instalación de 

“módulos tanto permanentes como móviles en los lugares de mayor concentración de mexicanos en el exterior para 

la inscripción en la lista de electores registrados en el exterior”. 4  

Otras fórmulas tienden a abarcar modalidades más adecuadas al objetivo de establecer el pleno reconocimiento de 

las prerrogativas políticas de nuestros compatriotas, en las que hay coincidencias notables con la creación de la 

sexta circunscripción plurinominal que desde 2001 ha sostenido la bancada del Partido de la Revolución 

Democrática. 

Dos son los esfuerzos más sistemáticos para legislar sobre el voto de los mexicanos en el extranjero después del 

año dos mil: la iniciativa aprobada por la Cámara de Diputados el 22 de febrero de 2005, de la cual el Senado de la 

República recibió la minuta correspondiente el día 24 del propio mes, y los proyectos de reformas constitucionales 



presentados por el grupo parlamentario del PRD en 2001 y 2008, por los diputados Gregorio Urías y José Jacques 

Medina, respectivamente, en donde se propone la creación de la “sexta circunscripción”, con las modificaciones a 

los artículos 52, 53, 54, 55 y 60 de la Carta Magna, con el propósito de establecer no solamente el derecho al voto 

en las elecciones presidenciales de quienes se hallan avecindados en una u otra nación... sino de establecer las 

condiciones de su participación, organización y representación plenas, esto es, la realización de sus prerrogativas 

constitucionales”. 5  

Ambas iniciativas han sufrido discriminación del partido de Estado o de sus herederos panistas. Ambos grupos 

pusieron todos los obstáculos imaginables para cerrar el camino a los derechos de nuestros compatriotas 

consignados en los dos textos. La Sexta Circunscripción llegó a constituirse en un verdadero texto programático en 

los núcleos más importantes de EU en los años 2002 y 2003. En el caso de la iniciativa aprobada en 2005, ésta fue 

resultado de un largo proceso de negociación y redacción entre los grupos parlamentarios del Partido 

Revolucionario Institucional y del Partido de la Revolución Democrática, principalmente, aunque al fin fue 

presentada como elaboración únicamente priísta. No obstante esta última circunstancia, en la Cámara de Senadores 

se unieron los legisladores del PAN y del PRI para hacerla fracasar y dar como resultado el texto que figura en el 

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales como “Libro Sexto. Del voto de los mexicanos en el 

extranjero”, que, como explica la diputada panista Noemí Reynoso, en la exposición de motivos de su 

recientemente presentada iniciativa sobre la materia: “la falta de éxito del voto en el exterior se debió a las 

múltiples restricciones impuestas en el marco jurídico y normativo... que, en lugar de motivar y alentar el ejercicio 

del sufragio, lo complicó y desincentivó”. 6  

Por cuanto se refiere a “La Sexta Circunscripción”, ésta, una vez presentada fue objeto de todos los 

emplazamientos parlamentarios que pudieron haberse dado en la LVIII Legislatura; fue discutida y aprobada por 

reuniones internacionales y apoyada por las organizaciones de mexicanos en el exterior, sin lograr que fuera 

dictaminada en comisiones y debatida en el pleno de la Cámara de Diputados. Lo que predominó en definitiva 

fueron los oídos sordos de la estructura del poder público en la Cámara de origen. 

Hoy es necesario hacer una revisión profunda de esa legislación, tanto en lo que se refiere al Libro Sexto como a 

varios artículos, con base en la iniciativa aprobada el 24 de febrero de 2005 en la Cámara de Diputados; lo que se 

requiere es relocalizar y asimilar esas propuestas atendiendo a la nomenclatura del Código Federal de Instituciones 

y Procedimientos Electorales actual y llevarla a la discusión de los grupos parlamentarios e insertar las 

modificaciones que hoy son necesarias, principalmente las que se refieren al voto por diputados y senadores, a la 

credencialización y las diferentes formas de votación en el extranjero y en el país, por nuestros paisanos. 

Resulta indispensable, al hacer la revisión profunda de esa legislación que proponemos, hacer un pronunciamiento 

acerca de la redacción “para hacer factible el ejercicio del derecho al voto de los ciudadanos mexicanos residentes 

en el extranjero” que compone el Libro Sexto del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales 

como resultado de las decisiones de la Cámara de Senadores. El texto resuelto por las Comisiones Unidas de 

Gobernación, de Relaciones Exteriores de América del Norte y de Estudios Legislativos, el 25 de abril de 2005, y 

aprobado por el Pleno de la Cámara de Senadores, prácticamente sin una sola modificación, puso a la Cámara de 

Diputados ante una situación de hecho, sin posibilidad de dar vuelta atrás, y se vio compelida a aprobarlo con un 

solo voto en contra. 

La resolución de la Cámara de Senadores no es un fenómeno aislado: forma parte de una concepción 

decimonónica: la territorialización del voto de los ciudadanos –“se vota en el territorio en que se vive”-; en nuestro 

país fue la base de la parte final de la fracción III del artículo 36 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la cual obligaba a los ciudadanos a “votar en las elecciones populares en el distrito electoral que les 

corresponda”, aunque ésta fue derogada en 1996. El dictamen senatorial no avanzó ni un paso en relación con la 

legislación constitucional aprobada desde 1997 cuando se estableció el precepto del “voto ausente”. El Código 

Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales ya señalaba antes del Libro Sexto que si el elector no votaba 

en su distrito, en su entidad ni en su circunscripción, sólo podía hacerlo por senador y presidente de la república; 

las comisiones unidas, encargadas del dictamen sólo recortaron las palabras “al senador” y agregaron tres palabras: 

“en el extranjero”; así equipararon su redacción con aquélla de los legisladores en funciones en 1997 para que se 



aplicara el “voto ausente” a los derechos de los mexicanos en el extranjero y se los limitara al sufragio por 

Presidente de la República. Para completar la solución territorial, los senadores acudieron al “voto por correo” 

dado que ello no viola territorio alguno y deja intocado el “voto ausente”. Por si algo faltara, se desechó la 

credencialización y la votación en el extranjero, con una reflexión que subrayó en esos momentos la falta de 

sensibilidad y de entendimiento del tema por parte del Instituto Federal Electoral y la incomprensión de la 

autoridad sobre el significado de la autonomía del ciudadano, ya que se exigía que para instrumentar cualquier 

modalidad de voto en el extranjero... sería necesario que el ciudadano mexicano residente en el extranjero diera 

aviso con oportunidad a la autoridad electoral de su intención de estar en la posibilidad de ejercer su derecho al 

voto.  

Toda esta gente tenía como prioridad emplearse y no ser detenida por Migración y evitar obviamente ser deporta, y 

no tenía en sus preocupaciones, como resulta cruelmente obvio, hacer una serie de trámites burocráticos que 

implicaban mucho peligro para todos los migrantes, para “avisar” a las autoridades que tenían el interés de ejercer 

su derecho al voto como residentes en el extranjero. Recordemos que tan sólo en la década de los noventa se 

perdieron miles de plazas laborales y se cerraron también miles de empresas, a consecuencia de ello, emigraron 

siete millones 123 mil trabajadores, de los cuales 5 millones y medio se hallaban en plena edad productiva -18 años 

y más—y un millón y medio tenía menos de 18 años, pero ya hoy tienen 25años.  

Se mantuvo entonces como requisito “estar inscrito en el padrón electoral y contar con credencial para votar... La 

modalidad de voto por correo, reúne a juicio de estas comisiones unidas características que permiten asegurar la 

igualdad de los ciudadanos ante la ley”. 

De hecho los resultados de la votación en el exterior en el año 2006, hablan por sí solos, en cuanto al riesgo que 

representaba para la mayoría de los mexicanos residentes en el exterior haber pretendido ejercer su derecho al voto. 

Efectivamente, sólo la minoría de la minoría acomodada y/o legalizada optó por ejercer este derecho.  

De nueva cuenta y de cara a los comicios de 2012, es imprescindible impulsar de nueva cuenta las formulaciones 

constitucionales que permitan a los mexicanos residentes en el extranjero, votar por presidente de la república, por 

diputados y senadores de mayoría, con base en el distrito electoral y en la entidad en donde esté referida su 

credencial de elector, y lo más importante, es imprescindible garantizarles el derecho a votar y poder ser votados en 

las listas de representación proporcional de las circunscripciones para mexicanos residentes en el extranjero para la 

elección de diputados y senadores mexicanos residentes en el exterior.  

El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática considera esta hora la más oportuna para la 

presentación de una Iniciativa de reformas que abra al Estado mexicano la posibilidad de saldar una cuenta con la 

democracia. Proponemos la reforma de los artículo 52, 53, 54, 55, 56 y 60 de la Constitución Política con el 

propósito de establecer las condiciones más propicias para que nuestros compatriotas avecindados en una u otra 

nación participen en las elecciones generales que tendrán lugar el primer domingo de julio de 2012, en las que el 

pueblo mexicano elegirá presidente de la república y diputados y senadores integrantes de la LXII Legislatura al 

Congreso de la Unión, y de ahí en adelante, que participen, para elegir y ser elegidos en todas las elecciones 

federales subsecuentes.  

Esta reforma es posible manteniendo los principios esenciales de nuestro sistema electoral, es decir, manteniendo 

un sistema mixto que combine la representación popular elegida por el principio de mayoría y la representación 

popular elegida por el principio de representación proporcional a través de listas cerradas.  

Nuestra iniciativa formula la propuesta de que el artículo 52 establezca que para la conformación de la 

representación proporcional de las fuerzas políticas en la Cámara de Diputados se votará en seis circunscripciones 

plurinominales. Es decir, en las cinco regionales tradicionales, y en una sexta circunscripción especialmente 

diseñada para la elección de los mexicanos residentes en el extranjero.  

El artículo 53, después de determinar en su primer párrafo el método que debe seguirse para la demarcación de los 

trescientos distritos uninominales y su distribución entre las entidades federativas –sobre lo cual no proponemos 



ningún cambio– establece en su segundo párrafo: “para la elección de los doscientos diputados según el principio 

de representación proporcional y el sistema de listas, se constituirán cinco circunscripciones plurinominales...” 

El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática propone modificar esta redacción, estableciendo 

que las circunscripciones plurinominales sean, en adelante, seis, agregando una circunscripción a las cinco en que 

se ha materializado hasta hoy el sistema mixto al que se encuentran sujetos los comicios de carácter federal. Esto 

es, se trata del establecimiento de la forma en que sería electa una de las partes de la Cámara de Diputados, la que 

representaría a los mexicanos avecindados en el extranjero. Ellos, como los ciudadanos que participan en las otras 

cinco circunscripciones elegirían por medio del sistema de listas, los diputados que correspondieran a su votación 

dentro del conjunto de 200 diputados. Nuestra propuesta no pretende acrecentar el número de diputados, sino 

redistribuir la representación proporcional en cinco circunscripciones ya existentes, ahora de 38 fórmulas de 

representación plurinominal cada una y una sexta circunscripción, conformada por diez fórmulas de representación 

plurinominal para las candidatas y los candidatos mexicanos residentes en el extranjero.  

Sin embargo, es necesario precisar que cuando el artículo 53 establece que “la ley determinará la forma de 

establecer la demarcación territorial de estas circunscripciones”, esta disposición requiere una precisión, según la 

cual “La sexta circunscripción se establece para el ejercicio de los derechos electorales de las ciudadanas y de los 

ciudadanos mexicanos en el extranjero”. 

Las formas para elegir, ser electo y asociarse pacíficamente para participar en los asuntos del Estado serían 

comunes a las establecidas para la elección del conjunto de los diputados plurinominales, o sea mediante el sistema 

de cociente natural y resto mayor de la votación, para distribuir los puestos de diputados entre los partidos 

contendientes, siguiendo el orden de la lista registrada por éstos. 

En el artículo 54, al formular las especificidades de la “elección de los doscientos diputados según el principio de 

representación proporcional y el sistema de asignación por listas” se manifiestan similitudes y diferencias entre los 

dos ejercicios electorales. Proponemos que se mantenga en la fracción I el requisito que se exige a un partido 

político “para obtener el registro de sus listas de candidatos”; que acredite su participación con candidatos a 

diputados por mayoría relativa “en, por lo menos doscientos distritos uninominales”. 

Pero debe haber diferencia por cuanto hace al derecho del partido que haya alcanzado el dos por ciento “del total 

emitido para las listas” en las cinco circunscripciones en que se ha dividido el país para que “le sean atribuidos 

diputados según el principio de representación proporcional”; con las formas que se proponen en esta iniciativa 

para el ejercicio del voto en el extranjero, se hace necesario precisar esas formas con el propósito de que la 

votación facilite la integración de una representación parlamentaria plural que exprese, de la manera más amplia 

posible, los intereses, inquietudes y necesidades de los compatriotas en el exterior. Para ello proponemos que al 

final de la fracción II se añada un párrafo con el siguiente texto: 

Para el caso de la sexta circunscripción, el elector sufragará directamente sobre las listas que presenten los partidos 

políticos nacionales. La asignación de diputados que hayan alcanzado el dos por ciento, se hará según los 

elementos de cociente natural y resto mayor establecidos en la legislación vigente. 

Esta proposición, sin embargo, no agota la cuestión de las especificidades del ejercicio de los derechos electorales 

en el extranjero. En el agregado que transcribimos antes, propusimos que la votación se hará “directamente sobre 

las listas que presenten los partidos políticos nacionales.” Creemos que de esa forma –a la que volveremos a 

referirnos más adelante– podrían alcanzarse dos objetivos: acceder al conjunto de los ciudadanos mexicanos y 

acercarnos al más alto grado de confiabilidad en los resultados. Ello implica un alto grado de responsabilidad del 

IFE y de las organizaciones sociales y políticas de nuestros paisanos en la realización de la jornada comicial, con el 

propósito de brindar a los electores la más amplia confiabilidad en los resultados. 

Por cuanto a las demás bases que se plantean en el texto constitucional para las otras circunscripciones 

plurinominales, el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática las considera adecuadas para la 

legislación electoral actual y propone que sean aceptadas sin modificación. 



Al aprobarse la integración de la sexta circunscripción para el ejercicio de los derechos electorales de los 

ciudadanos mexicanos en el extranjero en el caso de la Cámara de Diputados, y la integración de la lista 

plurinominal para el ejercicio de los derechos electorales de los ciudadanos mexicanos en el extranjero en el caso 

de la Cámara de Senadores, bajo las formas aquí señaladas, se igualarían las prerrogativas en este orden de los 

mexicanos dentro y fuera del país, ya que se votaría en la elección de presidente y de senadores de la República 

cada seis años, y en la de diputados federales cada tres, tanto en el extranjero como en el interior del país. 

Uno de los aspectos más relevantes de esta propuesta de modificación constitucional, se contiene en el artículo 55 

y se refiere, al agregado en materia de requisitos para ser candidato a diputado plurinominal; a diferencia de los 

candidatos que integran las listas de las cinco circunscripciones nacionales –a los que se exige ser originario de una 

de las entidades que comprende la circunscripción o vecino de ellas, con una residencia efectiva de más de seis 

meses anteriores a la fecha de la elección–, en el caso de quienes integrarían la lista de candidatos a diputados de 

representación de los mexicanos en el extranjero, además se les exige: 

“...ser originario de una de las entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos, poseer credencial de 

elector emitida por el Instituto Federal Electoral y acreditar la vecindad no menor de tres años en el país 

extranjero de que se trate...” la cual no se perdería por ausencia con motivo del desempeño de cargos públicos de 

elección popular.  

En esta formulación, destaca el requisito de estar avecindado por un tiempo no menor a tres años en el país 

extranjero de que se trate, a diferencia de los seis meses de residencia efectiva que se demandan, para los 

candidatos plurinominales de las cinco circunscripciones en que se divide el país. La razón principal de ello, es la 

necesidad de conformar listas con candidatos conocedores de los problemas de los mexicanos residentes en el 

extranjero, por un lado, y por el otro, dar confianza a nuestros compatriotas de que serán representados por el 

Congreso de la Unión, por personas ligadas a las necesidades y a las vicisitudes que enfrentan ellos de manera 

cotidiana.  

También en el mismo artículo 55, la iniciativa contempla como impedimento para figurar como candidatos en las 

listas de los partidos, el prestar servicio ya sea como trabajador o bien como funcionario en la esfera pública de 

nación extranjera. 

El debate sobre la representación senatorial de los mexicanos residentes en el extranjero encuentra una posibilidad 

de resolución después de las reformas constitucionales en materia electoral de 1996, las cuales establecieron 

también la elección de senadores de representación proporcional a través de un listado nacional. Con esta reforma, 

el Congreso de la Unión determinó agregar al primitivo número de senadores de mayoría y primera minoría, la 

cantidad de treinta y dos legisladores de esa Cámara, que serían “elegidos según el principio de representación 

proporcional, mediante el sistema de listas votadas en una sola circunscripción plurinominal nacional”. Esta lista 

nacional, también nos ayuda a conceptualizar y a materializar nuestra propuesta de representación política para los 

mexicanos residentes en el exterior que serán elegidos a partir de una lista votada en una circunscripción “para 

mexicanos residentes en el extranjero”.  

La propuesta cuyos motivos exponemos, considera necesario que junto con la apertura de la Cámara de Diputados 

a la representación de los mexicanos en el extranjero, se abra la Cámara de Senadores, pues de otra manera su 

derecho a la plena representación estaría coartado. De allí las reformas que se proponen al artículo 56, en su 

segundo y tercer párrafos. Se trata de reducir la lista nacional existente de 32 a 28 fórmulas senatoriales que se 

definirán por la votación emitida en el interior de la república y crear una lista “para mexicanos residentes en el 

extranjero” compuesta por 4 fórmulas senatoriales que serán conformadas a partir de la votación de las y los 

mexicanos residentes en el extranjero.  

Las y los senadores en la lista plurinominal para mexicanos residentes en el extranjero, se elegirán con el mismo 

método de votación de las listas presentadas por los partidos políticos nacionales, con aplicación de normas 

iguales, las organizaciones participantes “que alcancen por lo menos el dos por ciento de la votación emitida en la 

circunscripción, tendrán derecho a que se les asignen senadores según el principio de representación 



proporcional...” Serán requisitos para su participación como candidatos a la Cámara de Senadores, probar su 

vecindad cuando menos de tres años en el extranjero, como se exige a los candidatos a diputados. 

Por otro lado, consideramos oportuno proponer el mecanismo jurídico que puede ser utilizado para recurrir a las 

resoluciones del Instituto Federal Electoral, por cuanto se refiere a la sexta circunscripción para la integración de la 

Cámara de Diputados y a la lista plurinominal para mexicanos residentes en el extranjero, para la integración de la 

Cámara de Senadores y toda vez que no existe ningún órgano jurídico intermedio, establecemos que las 

impugnaciones se presenten directamente ante la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, aceptando, desde luego, que los fallos de tal autoridad serán definitivos e inapelables. Para tal efecto se 

plantea un agregado al artículo 60, que quedaría como párrafo cuarto. También esta iniciativa modifica el primer 

párrafo del mismo artículo para corregir una omisión constitucional que existe en cuanto a la mención de los 

senadores de representación proporcional.  

No obstante el rigor con que se sustenta esta iniciativa de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, es indispensable destacar un aspecto de orden sociológico y también de elemental sentido de 

solidaridad que motiva a esta propuesta legislativa: los mexicanos que viven en el extranjero, en su inmensa 

mayoría, han emigrado por circunstancias ajenas a su voluntad, sobre todo por razones de supervivencia. Las crisis 

recurrentes en la vida económica y social de nuestro país y la vecindad con la economía más poderosa del mundo, 

que requiere fuerza de trabajo, han conducido a millones de connacionales a buscar medios de vida en el 

extranjero. Pero ello no los priva de su nacionalidad ni de sus derechos ciudadanos. La Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos es contundente en este sentido. 

A este respecto, son claras e ineludibles las prerrogativas del ciudadano consignadas en las fracciones I, II y III del 

artículo 35 constitucional. Según éstas el ciudadano mexicano tiene el derecho de “votar en las elecciones 

populares”, a ser votado para todos los cargos de elección popular”, “asociarse individual y libremente para tomar 

parte en forma pacífica en los asuntos políticos del país”. 

Este apartado quedaría incompleto, si dejáramos de mencionar el importante aporte de carácter económico que los 

mexicanos en el extranjero hacen a nuestro país. Tan sólo en 2007, la cifra a la que ascendieron las remesas 

enviadas por los paisanos avecindados en Estados Unidos, fue de 24 mil millones de dólares; en 2008 y pese a la 

crisis fue de 18 mil millones y en 2009 fue de 20 mil millones de dólares, cifras que concentran, año con año, a 

pesar de sus variantes, el segundo indicador de captación de divisas para nuestra economía, sólo después de los 

recursos que obtenemos por la venta de petróleo que realizamos. Por lo tanto, resulta evidente que el impacto 

directo en la infraestructura –escuelas, hospitales, obra hidráulica, etcétera– que esos mexicanos ofrecen a sus 

pueblos, está, en buena medida, carente de todo reconocimiento gubernamental. Estas acciones de por si obligan a 

la congruencia, sin embargo, debemos considerarlas, a la luz del artículo 25 constitucional, como un importante 

aporte del sector social que motiva nuestra iniciativa, al desarrollo económico del país. En tal caso, es un 

contrasentido que se le siga negando participación en los eventos e instituciones del poder público que determina el 

rumbo del país. 

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto 

Artículo Único. Se reforma el artículo 52; se modifica el segundo párrafo del artículo 53; se reforma el primer 
párrafo y las fracciones I, II y V del artículo 54; se adicionan un tercer párrafo a la fracción III y una fracción VI, 

recorriéndose las fracciones subsecuentes, ambas del artículo 55; se reforma y adiciona el artículo 56; y se reforma 

y adiciona el artículo 60 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada por 300 diputados electos según el principio de votación 
mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales, y 200 diputados que serán electos 

según el principio de representación proporcional, mediante el sistema de listas, votadas en seis circunscripciones 
plurinominales. 



Artículo 53. ...  

Para la elección de los 200 diputados según el principio de representación proporcional y el sistema de listas, se 

constituirán seis circunscripciones electorales plurinominales. La ley determinará la forma de establecer la 
demarcación de las cinco circunscripciones en el territorio nacional, la cuales estarán compuestas por treinta y 
ocho fórmulas de candidatos cada una. La sexta circunscripción se establece para el ejercicio de los derechos 
políticos-electorales de los ciudadanos residentes en el extranjero, la cual se compondrá por diez fórmulas de 
candidatos.  

Artículo 54. La elección de los 200 diputados según el principio de representación proporcional según el sistema 
de asignación por listas se sujetará a las siguientes bases y a lo que disponga la ley: 

I. ... 

II. ... 

Para el caso de la sexta circunscripción, los ciudadanos residentes en el extranjero sufragaran 
directamente sobre las listas que presenten los partidos políticos nacionales. La asignación de diputados 
que hayan alcanzado el dos por ciento, se hará según los elementos de cociente natural y resto mayor 
establecidos en la legislación vigente.  

III. a VI... 

Artículo 55. Para ser diputado se requieren los siguientes requisitos: 

I. ... 

II. ... 

III. ... 

... 

Para ser candidato de la sexta circunscripción electoral plurinominal, se requiere ser originario de alguna 
de las entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos, poseer credencial de elector emitida por el 
Instituto Federal Electoral y acreditar la vecindad no menor de tres años en el país extranjero de 
residencia. La vecindad en territorio nacional o en un país extranjero no se pierde por el desempeño de un 
cargo de elección popular.  

...  

IV. ... 

V. ... 

VI. Los ciudadanos mexicanos residentes en el exterior, no podrán ser candidatos cuando hayan 
desempeñado cargo, comisión o empleo de algún Estado.  

VII. No ser ministro de algún culto religioso, y 

VIII. No estar comprendido en alguna de las incapacidades que señale el artículo 59.  

Artículo 56. ...  



Los treinta y dos senadores restantes serán elegidos según el principio de representación proporcional, mediante el 

sistema de listas votadas en una circunscripción plurinominal nacional, compuesta por veintiocho fórmulas de 
candidatos y en otra circunscripción plurinominal para ciudadanos residentes en el extranjero, compuesta 
por cuatro fórmulas de candidatos. La ley establecerá las reglas y fórmulas para estos efectos.  

Los partidos nacionales que alcancen por lo menos el dos por ciento de la votación emitida en esa 
Circunscripción tendrán derecho a que se les asignen senadores según el principio de representación 
proporcional. En este caso, el método de la elección observará los mismos procedimientos y formas de 
conducción de la elección de diputados por el principio de representación proporcional para la sexta 
circunscripción. Igualmente sólo podrán ser candidatos a senadores de representación proporcional aquellos 
ciudadanos mexicanos que tengan, por lo menos, tres años de vecindad en el extranjero y posean credencial 
de elector expedida por Instituto Federal Electoral.  

... 

Artículo 60. El organismo público previsto en el Artículo 41 de esta Constitución, de acuerdo con lo que disponga 
la ley, declarará la validez de las elecciones de diputados y senadores en cada uno de los distritos uninominales y 

en cada una de las entidades federativas; otorgará las constancias respectivas a las fórmulas de candidatos que 

hubiesen obtenido mayoría de votos y hará la asignación de senadores de primera minoría de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 56 de esta Constitución y en a ley. Asimismo, hará la declaración de validez y la asignación 

de diputados y senadores según el principio de representación proporcional de conformidad con los artículos 54 y 
56 de esta Constitución y la ley.  

... 

... 

Por cuanto se refiere a las resoluciones del Instituto Federal Electoral acerca de las elecciones de los 
ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero, éstas sólo podrán impugnarse ante la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, únicamente cuando por los agravios esgrimidos se 
pueda modificar el resultado de la elección. Los fallos de la sala serán definitivos e inatacables.  

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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